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RECURSO 23/2026 
RESOLUCIÓN 58/2026 
 
 
Resolución 58/2026, de 18 de marzo, del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se desestima el 
recurso especial en materia de contratación n.º 23/2026, 
interpuesto por Vallolid Motor, S.L. contra la adjudicación del lote 2 
del contrato de suministro en régimen de compra de cuatro vehículos 
de tipo turismo utilitarios, destinados al servicio de la entidad pública 
empresarial Agua de Valladolid (expediente EPE 360/25). 
 
 

I 
ANTECEDENTES 

 
Primero.- Mediante resolución de 19 de enero de 2026, del presidente 

del consejo de administración de la entidad pública empresarial Agua de 
Valladolid (AQUAVALL), se acuerda admitir la exclusión de Vallolid Motor, S.L., 
al no presentar la documentación requerida conforme a la cláusula 23 del 
pliego de cláusulas administrativas particulares (PCAP), y adjudicar a Valladolid 
Automóvil, S.A. el lote 2 del contrato de “Suministro en régimen de compra de 
vehículos tipo turismo utilitarios, destinados al servicio de la EPE Agua de 
Valladolid” (expediente EPE 360/25). 

 
La adjudicación se publica en la Plataforma de Contratación del Sector 

Público (PLACSP) el 22 de enero de 2026.  
 
El objeto del contrato se divide en tres lotes. El lote 2 tiene por objeto 

el suministro de “dos vehículos tipo turismos utilitario eléctrico urbanos de 5 
plazas” y han concurrido a la licitación de este lote únicamente dos empresas: 
la recurrente Vallolid Motor, S.L. (excluida) y Valladolid Automóvil, S.A. 
(adjudicataria). 

 
Segundo.- El 22 de enero de 2026 D. yyy, actuando en representación 

de Vallolid Motor, S.L., interpone un recurso especial en materia de 
contratación contra la adjudicación del contrato. Fundamenta el recurso en su 
indebida exclusión de la licitación, al considerar que el órgano de contratación 
ha infringido los artículos 74.2 y 89.1.a) de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, 
de Contratos del Sector Público (en adelante LCSP), relativos a la acreditación 
de la solvencia técnica, al llevar a cabo una interpretación de los requisitos de 
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solvencia excesivamente formalista y restrictiva de la concurrencia, que 
vulnera los principios de proporcionalidad, igualdad y libre competencia. 
Afirma que el órgano de contratación está exigiendo la ejecución de contratos 
administrativos idénticos al que es objeto del suministro, incurriendo en un 
evidente exceso, sin motivar su decisión ni analizar la documentación concreta 
aportada.  

 
Con base en ello, solicita que se declare nula la exclusión, con retroacción 

al momento anterior a la misma o, subsidiariamente, que se declare la nulidad 
de la adjudicación del lote 2.   
 

Tercero.- Se ha recibido en el Tribunal el expediente y el informe del 
órgano de contratación de 27 de enero de 2026, en el que solicita la inadmisión 
del recurso y, subsidiariamente, su desestimación.  

 
Cuarto.- Conferido traslado del recurso a los demás licitadores, no 

consta la presentación de alegaciones. 
 
 

II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, en virtud 
de lo dispuesto en el artículo 46.1 de la LCSP y en el artículo 59 de la Ley 1/2012, 
de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 
 

2º.- Se acredita en el expediente la legitimación de la empresa para 
interponer el recurso especial y su representación, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 48 de la LCSP.  

 
3º.- Debe examinarse a continuación si el acto recurrido es susceptible 

de impugnación a través de un recurso especial en materia de contratación 
conforme al artículo 44 de la LCSP.  

 
El recurso se ha interpuesto contra la adjudicación de un contrato de 

suministros cuyo valor estimado (127.000 euros) es superior a 100.000 euros, 
susceptible, por ello, de recurso especial en materia de contratación, conforme 
a lo dispuesto en el artículo 44.1.b) y 2.c) de la LCSP.  
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El órgano de contratación cuestiona la admisibilidad del recurso porque 
únicamente se impugna la adjudicación del lote 2 (suministro de dos vehículos 
tipo turismo utilitario eléctrico urbanos de 5 plazas), cuyo presupuesto de 
licitación es de 60.000 euros, IVA excluido, con un importe unitario máximo 
por vehículo de 30.000 euros. Sin embargo, el valor estimado total del 
contrato, incluyendo los tres lotes, es de 127.000 euros, y, como ha 
considerado reiteradamente este Tribunal, el valor estimado es el del contrato 
y no el de los lotes individualmente considerados (artículos 44 y 101 de la 
LCSP). Así lo entendió también el órgano de contratación en el pie de recurso 
de la resolución recurrida.  

 
Sentado lo anterior, se constata que, si bien el acto recurrido es la 

adjudicación del contrato, la impugnación se fundamenta, exclusivamente, en 
la indebida exclusión de la oferta de la recurrente (que ha formulado la mejor 
oferta económica y podría haber sido adjudicataria del contrato).  

 
Conforme a la doctrina reiterada de este Tribunal (resoluciones 

76/2022, de 2 de junio, 124/2021, de 9 de septiembre, o 33/2018, de 4 de 
mayo, entre otras), la LCSP permite dos posibilidades de impugnación de los 
actos de exclusión: 

 
- El recurso especial contra el acto de trámite cualificado, que 

podrá interponerse a partir del día siguiente a aquél en el que el interesado 
haya tenido conocimiento de la posible infracción (artículo 50.1.c de la LCSP).  

 
- El recurso especial contra el acto de adjudicación, que podrá 

interponerse en el plazo de quince días hábiles contados a partir del siguiente 
a aquél en el que se notifique la adjudicación (artículo 50.1.d de la LCSP).  

 
Estos dos posibles recursos no son acumulativos, sino que tienen carácter 

subsidiario, de manera que en el caso de que no se notifique debidamente al 
licitador su exclusión del procedimiento, este podrá impugnarla mediante el 
recurso que interponga contra el acto de adjudicación.  

 
En el mismo sentido, el Tribunal Supremo, en la reciente Sentencia n.º 

155/2026, de 16 de febrero, ha sentado la siguiente doctrina: “Cuando, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 44.2.b) de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, de Contratos del Sector Público, un licitador haya interpuesto un 
recurso especial contra el acuerdo de su exclusión del procedimiento de 
licitación del contrato y el Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales 
haya dictado resolución desestimando aquel recurso, la exclusión así acordada 
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podrá ser impugnada ante esta Jurisdicción conforme al artículo 59.1 de 
aquella Ley. De no hacerlo y consentir la firmeza de aquella resolución 
desestimatoria, el licitador excluido no podrá impugnar nuevamente su 
apartamiento del procedimiento de licitación, por medio de la interposición de 
otro recurso especial contra el posterior acto de adjudicación”. 

 
En este caso, el apartado 6º de la resolución recurrida indica lo 

siguiente: “En reunión de la mesa celebrada el 14 de noviembre de 2025, 
examinada la documentación presentada por la mercantil, la mesa de 
contratación teniendo en cuenta toda las actuaciones del expediente licitatorio, 
acuerda la exclusión del presente contrato a la mercantil Vallolid Motor, S.L., 
al considerar que no justifica adecuadamente la solvencia técnica exigida en 
el pliego de cláusulas administrativas particulares y cuadro de características 
técnicas particulares y asimismo, acuerda proponer al órgano de contratación 
la adjudicación del presente contrato a la mercantil Valladolid Automóvil, S.A. 
al ser la siguiente empresa con mejor puntuación (…)”.  

 
La exclusión acordada por la mesa de contratación se notificó a la 

recurrente por correo electrónico el 17 de noviembre de 2025. Ese mismo día 
se publicó en la PLACSP el acta de la reunión de la mesa de contratación de 
14 de noviembre de 2025 en la que se acordó la exclusión. (Debe recordarse 
que la mesa de contratación tiene competencia para “La calificación de la 
documentación acreditativa del cumplimiento de los requisitos previos a que 
se refieren los artículos 140 y 141, y, en su caso, acordar la exclusión de los 
candidatos o licitadores que no acrediten dicho cumplimiento, previo trámite 
de subsanación”, de acuerdo con el artículo 326 de la LCSP).  

 
El 18 de noviembre de 2025 el licitador excluido interpuso recurso de 

reposición, ante el Ayuntamiento de Valladolid, contra el acta de 14 de noviembre 
de 2025 y su exclusión (páginas 591 a 594 del expediente). Este recurso se 
desestimó por resolución de 12 de diciembre de 2025 del concejal delegado 
del Área de Medio Ambiente, por delegación de la Junta de Gobierno Local. La 
resolución, que carece de pie de recurso, se notificó al recurrente el 22 de 
diciembre de 2025 y contra ella interpuso recurso de alzada, que no ha sido 
resuelto. Consta en el expediente que AQUAVALL ha dirigido un correo 
electrónico a la recurrente en el que indica que no procede la interposición de 
recurso de alzada contra la citada resolución desestimatoria de su recurso de 
reposición (página 703 del expediente).  

 
Pues bien, el órgano de contratación no tramitó el recurso de reposición 

como un recurso especial en materia de contratación y desestimó aquel. 
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Cabe recordar que el error o la ausencia de la calificación del recurso 
por parte de la recurrente no será obstáculo para su tramitación, siempre que 
se deduzca su verdadero carácter, conforme a lo dispuesto en el artículo 115.2 
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas (LPAC). Es cierto que la recurrente presentó 
un recurso de reposición contra la exclusión acordada por la mesa de 
contratación, que no calificó como recurso especial en materia de contratación. 
Sin embargo, por los argumentos que expondremos a continuación, el órgano 
de contratación debió calificar este escrito como un recurso especial y remitirlo 
a este Tribunal para su tramitación conforme a la LCSP. Además, tal y como 
ya se ha dicho, el órgano de contratación contribuyó a esta confusión al 
carecer la resolución de exclusión del correspondiente pie de recurso. 

 
Este Tribunal ha declarado, de forma reiterada, que, de acuerdo con el 

artículo 44.2.b) de la LCSP, los actos de la mesa o del órgano de contratación 
por los que se acuerde la exclusión de ofertas son actos de trámite cualificados 
susceptible de recurso especial. Y su resolución en este caso corresponde al 
Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León de 
acuerdo con el artículo 46.1 de la LCSP y el artículo 59 de la Ley 1/2012, de 
28 de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. A ello se 
añade que el artículo 44.5 de la LCSP establece que “Contra las actuaciones 
mencionadas en el presente artículo como susceptibles de ser impugnadas 
mediante el recurso especial, no procederá la interposición de recursos 
administrativos ordinarios”. 

 
Por todo lo expuesto, es claro que el órgano de contratación y la mesa 

de contratación carecen de competencia para resolver el recurso especial 
interpuesto por la licitadora contra el acuerdo de exclusión adoptado por la 
mesa de contratación. Y, a mayor abundamiento, tampoco se ha seguido el 
procedimiento legalmente establecido para resolver el recurso especial 
previsto en el artículo 56 de la LCSP. Por ello, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 47.1.e) de la LPAC, la resolución de 12 de diciembre de 2025, del 
concejal delegado del Área de Medio Ambiente (dictada por delegación de la 
Junta de Gobierno Local), por la que se desestimó el recurso de reposición, 
sería nula de pleno derecho. (Tal criterio se mantuvo por este Tribunal en un 
supuesto similar en la Resolución 43/2024, de 11 de abril). 

 
Al haberse omitido total y absolutamente el procedimiento legalmente 

establecido para resolver la impugnación contra la exclusión acordada por la 
mesa de contratación, y haberse resuelto el recurso por órgano incompetente 
por razón de la materia (todo ello por causa que es imputable al órgano de 
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contratación), ello no puede perjudicar al licitador ni, por ello, determina que 
su exclusión sea firme. 

 
Por otra parte, se advierte que en el recurso contra la adjudicación se 

impugna de nuevo la exclusión recurrida previamente en reposición y que los 
motivos esgrimidos en ambos recursos son sustancialmente iguales. Asimismo, 
en la resolución de adjudicación se excluye a la recurrente (acuerda “Admitir 
la exclusión”) y en la resolución del recurso de reposición no se introducen 
cuestiones nuevas.  

 
Todas estas circunstancias motivan, por economía procesal y teniendo 

en cuenta el principio pro actione, que no sea necesario acordar la retroacción 
del procedimiento al momento de interposición del recurso de reposición y que 
el actual recurso especial en materia de contratación contra la adjudicación, 
en el que recurre su exclusión, deba ser admitido y proceda resolver sobre el 
fondo del asunto. 

 
3º.- Como se ha indicado en los antecedentes, la recurrente impugna 

su exclusión, al considerar que el órgano de contratación ha infringido los 
artículos 74.2 y 89.1.a) de la LCSP, relativos a la acreditación de la solvencia 
técnica, al llevar a cabo una interpretación de los requisitos de solvencia 
excesivamente formalista y restrictiva de la concurrencia, que vulnera los 
principios de proporcionalidad, igualdad y libre competencia. Afirma que el 
órgano de contratación exige la ejecución de contratos administrativos 
idénticos al que es objeto del suministro, incurriendo en un evidente exceso, 
sin motivar su decisión ni analizar la documentación concreta aportada.  

 
Se constata en el expediente que el anuncio de licitación, publicado el 9 

de septiembre de 2025, indica claramente la solvencia técnica requerida y su 
forma de acreditación, con remisión al apartado G del cuadro de características 
particulares, que incorpora uno de los medios de solvencia técnica admisibles 
conforme a lo dispuesto en el artículo 89.1.b) de la LCSP. Concretamente: 
“Relación de los principales contratos de características similares al que es 
objeto de licitación, ejecutados por el licitador en los tres últimos ejercicios, 
acompañadas de certificados o informes de buena ejecución de al menos dos 
de ellos. Se entenderá por `contratos similares´ aquellos que sean del mismo 
grupo y subgrupo de clasificación al que corresponda el lote/lotes o contrato 
en cuestión o del grupo y subgrupo más relevante para el contrato si este 
incluye trabajos correspondientes a diferentes subgrupos o cuyas prestaciones 
sean coincidentes al menos en un 50% a las que son objeto del lote/lotes o 
contrato al que se concurre y su importe alcance también ese porcentaje, 
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circunstancia esta que tendrá que acreditar el interesado. También se 
considerarán similares aquellos contratos cuyos tres primeros dígitos del CPV 
coincidan con los del contrato que se licita”. El CPV indicado en el PCAP es el 
siguiente: 34100000-8 “Vehículos a motor”. Por otra parte, la determinación 
de los criterios de solvencia se ha de contener en el PCAP y publicarse en 
anuncio de licitación (artículos 92 y 122.2 de la LCSP). 

 
Una vez establecido en el PCAP el modo de acreditar la solvencia, de 

entre los previstos legalmente, y dado que no se recurrió el pliego, los 
licitadores están vinculados por el mismo (artículo 139 de la LCSP) y deben 
cumplir los requisitos de solvencia exigidos al finalizar el plazo de presentación 
de proposiciones. 

 
En este caso, la recurrente fue propuesta para la adjudicación, al ser la 

mejor oferta, y fue requerida para aportar la documentación acreditativa de 
los requisitos de aptitud necesarios para contratar, entre ellos, la solvencia. La 
documentación aportada fue la primera página de un documento contractual 
titulado “Contrato de concesión KIA para vehículos de motor para pasajeros” 
(páginas 325 y 408 del expediente). Esta documentación se consideró 
insuficiente por el órgano de contratación y se reiteró el requerimiento en dos 
ocasiones más, el 6 y el 11 de noviembre de 2025. Tras este requerimiento de 
subsanación, el licitador aportó tres certificados de ejecución relativos a 
servicios de mantenimiento de vehículos (no de suministro) y manifestó: “No 
disponemos de contratos similares al de este contrato durante los tres últimos 
ejercicios”. Tras lo cual, la mesa de contratación, en su reunión de 14 de 
noviembre de 2025, acordó la exclusión del licitador por no acreditar su 
solvencia técnica conforme al PCAP.  

 
Parece evidente, por tanto, que en el anuncio de licitación se publicitaron 

los requisitos de solvencia establecidos en el cuadro de características y que 
no se impugnaron; que estos requisitos se ajustan a lo dispuesto en la LCSP y 
no restringen indebidamente la competencia; que la mesa de contratación se 
limitó a requerir su cumplimiento y la aportación de la relación de contratos 
similares (que no idénticos) y certificados de buena ejecución en los tres años 
previos, requiriendo al licitador la subsanación al no aportarse inicialmente la 
documentación requerida; y que la recurrente no aportó una relación de los 
principales suministros, y los certificados aportados atendiendo al requerimiento 
de subsanación, como indica el órgano de contratación en su informe, “no 
pueden entenderse como de igual o similar naturaleza al suministro de 
vehículos de la presente licitación, porque de ellos se desprende que se trata 
claramente de la prestación de un servicio de mantenimiento y reparación, que 
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por lo tanto se correspondería con los códigos CPV del 49 a 98. Y, por 
consiguiente, ni siquiera las prestaciones son coincidentes con al menos el 
50% a las que son objeto del contrato al que se concurre y su importe alcance 
también este porcentaje (…)”. Si bien es cierto que adjunta al recurso de 
reposición unos certificados distintos, también lo es que la recurrente ya había 
manifestado de forma expresa, al atender el requerimiento de subsanación, 
que no disponía de estos certificados, por lo que estos, aportados después de 
su exclusión, han de considerarse extemporáneos. 

 
Así pues, no parece que la actuación de la mesa de contratación, al 

excluir a la recurrente por carecer de la solvencia técnica establecida en el 
PCAP, sea inmotivada o desproporcionada o contraria a los principios de 
igualdad y libre concurrencia, como se sostiene en el recurso interpuesto. Por 
lo que ha de concluirse que su actuación se ajustó a Derecho y el recurso debe 
desestimarse. 

 
En su virtud, y al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 

y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 

 
 

III 
RESUELVE 

 
Primero.- Desestimar el recurso especial en materia de contratación 

n.º 23/2026, interpuesto por Vallolid Motor, S.L. contra la resolución de 19 de 
enero de 2026, del presidente del consejo de administración de la entidad 
pública empresarial Agua de Valladolid, por la que se admite la exclusión de 
Vallolid Motor, S.L. y se adjudica a Valladolid Automóvil, S.A. el lote 2 del 
contrato de “Suministro en régimen de compra de cuatro vehículos de tipo 
turismo utilitarios, destinados al servicio de la EPE Agua de Valladolid” 
(expediente EPE 360/25). 

 
Segundo.- Levantar la suspensión del procedimiento de adjudicación. 
 
Tercero.- Notificar esta resolución a todos los interesados en el 

procedimiento. 
 
De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 44.1 de la Ley 

29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), 
contra esta resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la 
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interposición de recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, 
a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-
administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 
10.1.k de la LJCA). 
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